
 

 

DISPOSICIONES LEGALES 

LEY GENERAL DE ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL CRÉDITO 

Articulo 56.- La inspección y vigilancia de las organizaciones auxiliares del crédito, casas de cambio y Sociedades Financieras 
de Objeto Múltiple reguladas queda confiada a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la que tendrá, en lo que no se 
oponga a esta Ley, respecto de dichas organizaciones auxiliares del crédito, Casas de Cambio y Sociedades Financieras de 
Objeto Múltiple Reguladas, todas las facultades que en materia de inspección y vigilancia le confiere la Ley de Instituciones 
de Crédito para instituciones de banca múltiple, quien la elevara a cabo sujetándose a lo previsto en su ley, en el Reglamento 
respectivo y en las demás disposiciones que resulten aplicables. 

En lo que respecta a las Sociedades Financieras de Objeto Múltiple no Reguladas, los Centros Cambiarios y los Transmisores 
de Dinero, la inspección y vigilancia de estas sociedades, se llevará a cabo por la mencionada Comisión, exclusivamente para 
verificar el cumplimiento de los preceptos a que se refiere el artículo 95 Bis de esta Ley y las disposiciones de carácter general 
que de este deriven. 

Las organizaciones auxiliares del crédito y casas de cambio deberán rendir a la Secretaria de Hacienda y Crédito Público y a la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en la forma y términos que al efecto establezcan, los informes, documentos y 
pruebas que sobre su organización, operaciones, contabilidad, inversiones o patrimonio les soliciten para fines de regulación, 
supervisión, control, inspección, vigilancia, estadística y demás funciones que, conforme a esta Ley u otras disposiciones 
legales y administrativas, les corresponda ejercer. 

 
Artículo 87-E.- En los contratos de arrendamiento financiero, factoraje financiero y crédito que celebren las sociedades 
financieras de objeto múltiple y en los que se pacte que el arrendatario, el factorado o el acreditado pueda disponer de la 
suma acreditada o del importe del préstamo en cantidades parciales o esté autorizado para efectuar reembolsos previos al 
vencimiento del término señalado en el contrato, el estado de cuenta certificado por el contador de la sociedad 
correspondiente hará fe, salvo prueba en contrario, en el juicio respectivo para la fijación del saldo resultante a cargo del 
deudor. 

 
Artículo 87-F.- El contrato en que se haga constar el crédito, arrendamiento financiero o factoraje financiero que otorguen 
las sociedades financieras de objeto múltiple, siempre que dicho instrumento vaya acompañado de la certificación del estado 
de cuenta respectivo a que se refiere el artículo anterior, será título ejecutivo mercantil, sin necesidad de reconocimiento de 
firma ni de otro requisito alguno. 

 
Artículo 87-J.- En los Contratos de Arrendamiento Financiero, Factoraje Financiero y Crédito, así como en las demás 
actividades que la ley expresamente les faculte, que celebren las sociedades financieras de objeto múltiple, estas deberán 
señalar expresamente que, para su constitución y operación con tal carácter, no requieren de autorización de la Secretaria 
de Hacienda y Crédito Público, y, en el caso de las sociedades financieras de objeto múltiple no reguladas, deberán en adición 
a lo anterior, señalar expresamente que están sujetas a la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
únicamente para efectos de lo dispuesto por el Artículo 56 de esta Ley. Igual mención deberá señalarse en cualquier tipo de 
información que, para fines de promoción de sus operaciones y servicios, utilicen las sociedades financieras de objeto múltiple 
no reguladas. 

 
Artículo 95 Bis.- Las sociedades financieras de objeto múltiple no reguladas, los centros cambiarios y los transmisores de 
dinero, en términos de las disposiciones de carácter general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con la 
previa opinión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, estarán obligados, en adición a cumplir con las demás 
obligaciones que les resulten aplicables, a: 
I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, 
prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión de los delitos previstos en los artículos 139 ó 148 
Bis del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código; 
II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
reportes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción anterior, y 
b. Todo acto, operación o servicio, que pudiesen ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este artículo o que, en 
su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones señaladas en la misma, que realice o en 



 

el que intervenga algún miembro del consejo de administración, administrador, directivo, funcionario, empleados, factor y 
apoderado. 
III. Registrar en su contabilidad cada una de las operaciones o actos que celebren con sus clientes o usuarios, así como de 
las operaciones que celebren con instituciones financieras. 

 
CÓDIGO DE COMERCIO 

 
Artículo 363.- Los intereses vencidos y no pagados, no devengaran intereses. Los contratantes podrán, sin embargo, 
capitalizarlos. 

 
CÓDIGO PENAL FEDERAL 

 
Artículo 139 Quáter.- Se impondrá la misma pena señalada en el artículo 139 de este Código, sin perjuicio de las penas que 
corresponden por los demás delitos que resulten, al que por cualquier medio que fuere ya sea directa o indirectamente, 
aporte o recaude fondos económicos o recursos de cualquier naturaleza, con conocimiento de que serán destinados para 
financiar o apoyar actividades de individuos u organizaciones terroristas, o para ser utilizados, o pretendan ser utilizados, 
directa o indirectamente, total o parcialmente, para la comisión, en territorio nacional o en el extranjero, de cualquiera de 
los delitos previstos en los ordenamientos legales siguientes: 

I. Del Código Penal Federal, los siguientes: 
1) Terrorismo, previstos en los artículos 139, 139 Bis y 139 Ter; 
2) Sabotaje, previsto en el artículo 140; 
3) Terrorismo Internacional, previsto en los artículos 148 Bis, 148 Ter y 148 Quáter; 

4) Ataques a las vías de comunicación, previstos en los artículos 167, fracción IX, y 170, párrafos primero, segundo y tercero, 
5) Robo, previsto en el artículo 368 Quinquies. 
II. De la Ley que Declara Reservas Mineras los Yacimientos de Uranio, Torio y las demás Substancias de las cuales se obtengan 
Isótopos Hendibles que puedan producir Energía Nuclear, los previstos en los artículos 10 y 13. 

 
Artículo 400 Bis. Se impondrá de cinco a quince años de prisión y de mil a cinco mil días multa al que, por sí o por interpósita 
persona realice cualquiera de las siguientes conductas: 
I. Adquiera, enajene, administre, custodie, posea, cambie, convierta, deposite, retire, dé o reciba por cualquier motivo, 
invierta, traspase, transporte o transfiera, dentro del territorio nacional, de éste hacia el extranjero o a la inversa, recursos, 
derechos o bienes de cualquier naturaleza, cuando tenga conocimiento de que proceden o representan el producto de una 
actividad ilícita, o 
II. Oculte, encubra o pretenda ocultar o encubrir la naturaleza, origen, ubicación, destino, movimiento, propiedad o 
titularidad de recursos, derechos o bienes, cuando tenga conocimiento de que proceden o representan el producto de una 
actividad ilícita. 
Para efectos de este Capítulo, se entenderá que son producto de una actividad ilícita, los recursos, derechos o bienes de 
cualquier naturaleza, cuando existan indicios fundados o certeza de que provienen directa o indirectamente, o representan 
las ganancias derivadas de la comisión de algún delito y no pueda acreditarse su legítima procedencia. 
En caso de conductas previstas en este Capítulo, en las que se utilicen servicios de instituciones que integran el sistema 
financiero, para proceder penalmente se requerirá la denuncia previa de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
Cuando la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en ejercicio de sus facultades de fiscalización, encuentre elementos que 
permitan presumir la comisión de alguno de los delitos referidos en este Capítulo, deberá ejercer respecto de los mismos 
las facultades de comprobación que le confieren las leyes y denunciar los hechos que probablemente puedan constituir 
dichos ilícitos. 
 
LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO 
 
Artículo 299.- El otorgamiento o transmisión de un título de crédito o de cualquier otro documento por el acreditado al 
acreditante, como reconocimiento del adeudo que a cargo de aquél resulte en virtud de las disposiciones que haga del 
crédito concedido, no facultan al acreditante para descontar o ceder el crédito así documentado, antes de su vencimiento, 
sino hasta cuando el acreditado lo autorice a ello expresamente. 



 

 
Negociado o cedido el crédito por el acreditante, éste abonará al acreditado, desde la fecha de tales actos, los intereses 
correspondientes al importe de la disposición de que dicho crédito proceda, conforme al tipo estipulado en la apertura de 
crédito; pero el crédito concedido no se entenderá renovado por esa cantidad, sino cuando las partes así lo hayan 
convenido. 
 
LEY PARA REGULAR LAS SOCIEDADES DE INFORMACIÓN CREDITICIA 
 
Artículo 20.- La base de datos de las Sociedades se integrará con la información sobre operaciones crediticias y otras de 
naturaleza análoga que le sea proporcionada por los Usuarios. Los Usuarios que entreguen dicha información a las 
Sociedades deberán hacerlo de manera completa y veraz; asimismo, estarán obligados a señalar expresamente la fecha de 
origen de los créditos que inscriban y la fecha del primer incumplimiento. Las Sociedades no deberán inscribir por ningún 
motivo, créditos cuya fecha de origen no sea especificado por los Usuarios, o cuando éste tenga una antigüedad en cartera 
vencida mayor a 72 meses. Lo anterior, de conformidad con lo establecido en los artículos 23 y 24 de esta Ley. 
 
En caso de que la información proporcionada por el Usuario sea relativa a una persona moral, el Usuario deberá incluir a los 
accionistas o titulares de las partes sociales, según corresponda, que sean propietarios del 10% o más del capital social.  
 
Las Entidades Financieras deberán proporcionar, de conformidad con las disposiciones de carácter general que, al efecto, 
emita el Banco de México, la información relativa a sus operaciones crediticias, al menos, a una de las Sociedades 
organizadas conforme a esta Ley.  
 
Cuando el cliente realice el cumplimiento de una obligación, el Usuario deberá proporcionar a la Sociedad la información 
del pago correspondiente y la eliminación de la clave de prevención u observación correspondiente. El Usuario deberá 
enviar dicha información dentro de los cinco días hábiles posteriores al pago. En el caso a que se refiere el párrafo quinto 
del artículo 27 bis, los Usuarios contarán con un plazo de hasta diez días hábiles para enviar la información actualizada a la 
Sociedad.  
 
En el supuesto al que se refiere el párrafo anterior, las Sociedades tendrán un plazo de hasta tres días hábiles contados a 
partir de la fecha en que hayan recibido la información de los Usuarios, para actualizar dicha información en sus bases de 
datos.  
 
Cuando los clientes se acojan a programas de recuperación de créditos de Entidades Financieras, Empresas Comerciales o 
Sofomes E.N.R. los Usuarios deberán reportar a las sociedades de Información Crediticia dichos créditos como saldados, en 
caso de que hayan sido finiquitados. 
 
Artículo 28.- Las Sociedades solo podrán proporcionar información a un Usuario, cuando este cuente con la autorización 
expresa del Cliente, mediante su firma, en donde conste de manera fehaciente que tiene pleno conocimiento de la 
naturaleza y alcance de la información que la Sociedad proporcionará al Usuario que así la solicite, del uso que dicho Usuario 
hará de tal información y del hecho de que este podrá realizar consultas periódicas de su historial crediticio, durante el 
tiempo que mantenga relación jurídica con el Cliente. La firma a que se refiere este párrafo podrá ser recabada de manera 
autógrafa o por medios electrónicos, en este último caso, siempre que cumpla con los términos y condiciones establecidos 
por el Banco de México. 
 
Las Sociedades podrán proporcionar información a los Usuarios que adquieran o administren cartera de crédito, utilizando 
para ello la autorización que el Cliente haya dado conforme al presente artículo al Usuario que otorgó el crédito respectivo 
originalmente. 
 
Asimismo, el Banco de México podrá autorizar a las Sociedades los términos y condiciones bajo los cuales podrán pactar 
con los Usuarios la sustitución de la firma autógrafa del Cliente, con alguna de las formas de manifestación de la voluntad 
señaladas en el artículo 1803 del Código Civil Federal.  
 
La autorización expresa a que se refiere este artículo será necesaria tratándose de:  



 

 
I. Personas físicas, y  
 
II. Personas morales con créditos totales inferiores a cuatrocientas mil UDIS, de conformidad con el valor de dicha unidad 
publicado por el Banco de México a la fecha en que se presente la solicitud de información. Los Usuarios que realicen 
consultas relacionadas con personas morales con créditos totales superiores a cuatrocientas mil UDIS, no requerirán de la 
autorización expresa a que se refiere el presente artículo.  
 
La obligación de obtener las autorizaciones a que se refiere este artículo, no aplicará a la información solicitada por el Banco 
de México, la Comisión, las autoridades judiciales en virtud de providencia dictada en juicio en que el Cliente sea parte o 
acusado y por las autoridades hacendarias federales, cuando la soliciten a través de la Comisión, para fines fiscales, de 
combate al blanqueo de capitales o de acciones tendientes a prevenir y castigar el financiamiento del terrorismo. 
 
La vigencia de la autorización prevista en el primer párrafo de este artículo será de un año contado a partir de su 
otorgamiento, o hasta dos años adicionales a ese año si el Cliente así lo autoriza expresamente. En todo caso, la vigencia 
permanecerá mientras exista relación jurídica entre el Usuario y el Cliente.  
 
Los Reportes de Crédito Especiales que sean entregados a los Clientes en términos de esta ley deberán contener la identidad 
de los Usuarios que hayan consultado su información en los veinticuatro meses anteriores.  
 
Cuando el texto que contenga la autorización del Cliente forme parte de la documentación que deba firmar el mismo para 
gestionar un servicio ante algún Usuario, dicho texto deberá incluirse en una sección especial dentro de la documentación 
citada y la firma autógrafa del Cliente relativa al texto de su autorización deberá ser una firma adicional a la normalmente 
requerida por el Usuario para el trámite del servicio solicitado.  
 
Se entenderá que violan las disposiciones relativas al Secreto Financiero tanto la Sociedad, como sus empleados o 
funcionarios que participen en alguna consulta a sabiendas de que no se ha recabado la autorización a que se refiere este 
artículo, en los términos de los artículos 29 y 30 siguientes. 
 
Se considerará que los Usuarios, así como sus empleados o funcionarios involucrados, han violado las disposiciones relativas 
al Secreto Financiero, cuando realicen consultas o divulguen información en contravención a lo establecido en los artículos 
mencionados en el párrafo anterior.  
 
Las Sociedades, sus empleados y funcionarios tendrán prohibido proporcionar información relativa a datos personales de 
los Clientes para comercialización de productos o servicios que pretendan ofrecer los Usuarios o cualquier tercero, salvo 
para la realización de consultas relativas al historial crediticio. Quien proporcione información en contravención a lo 
establecido en este párrafo, incurrirá en el delito de revelación de secretos a que se refiere el artículo 210 del Código Penal 
Federal. 
 
LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE LOS PARTICULARES 
 
Artículo 15.- El responsable tendrá la obligación de informar a los titulares de los datos, la información que se recaba de 
ellos y con qué fines, a través del aviso de privacidad.  
 
Artículo 16.- El aviso de privacidad deberá contener, al menos, la siguiente información:  
 
I. La identidad y domicilio del responsable que los recaba;  
 
II. Las finalidades del tratamiento de datos;  
 
III. Las opciones y medios que el responsable ofrezca a los titulares para limitar el uso o divulgación de los datos;  
 
IV. Los medios para ejercer los derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición, de conformidad con lo dispuesto 



 

en esta Ley;  
 
V. En su caso, las transferencias de datos que se efectúen, y  
 
VI. El procedimiento y medio por el cual el responsable comunicará a los titulares de cambios al aviso de privacidad, de 
conformidad con lo previsto en esta Ley.  
 
En el caso de datos personales sensibles, el aviso de privacidad deberá señalar expresamente que se trata de este tipo de 
datos.  
 
Artículo 17.- El aviso de privacidad debe ponerse a disposición de los titulares a través de formatos impresos, digitales, 
visuales, sonoros o cualquier otra tecnología, de la siguiente manera:  
 
I. Cuando los datos personales hayan sido obtenidos personalmente del titular, el aviso de privacidad deberá ser facilitado 
en el momento en que se recaba el dato de forma clara y fehaciente, a través de los formatos por los que se recaban, salvo 
que se hubiera facilitado el aviso con anterioridad, y  
 
II. Cuando los datos personales sean obtenidos directamente del titular por cualquier medio electrónico, óptico, sonoro, 
visual, o a través de cualquier otra tecnología, el responsable deberá proporcionar al titular de manera inmediata, al menos 
la información a que se refiere las fracciones I y II del artículo anterior, así como proveer los mecanismos para que el titular 
conozca el texto completo del aviso de privacidad. 


